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b) El asegurador se compromete a indemnizar al ase-
gurado al primer requerimiento y acepta la ejecución de la 
garantía por el procedimiento administrativo de apremio.

c) La vigencia del contrato se mantendrá hasta la 
fecha en la que la Administración autorice su cancelación. 
Para el caso de que dicho plazo fuera a exceder de 10 
años, el tomador del seguro y el asegurador deberán esti-
pular en el propio contrato de seguro que antes de que 
transcurra el citado plazo estipularán la prórroga automá-
tica del contrato de seguro, por plazos sucesivos de un 
año durante el tiempo que fuese preciso para mantener la 
vigencia de la garantía.

d) El importe máximo del que responde el asegurador.

Para admitir su validez y vigencia podrá solicitarse del 
Servicio Jurídico competente el bastanteo de los poderes de 
la persona que actúe en representación del asegurador.

2. Cuando la garantía consista en una fianza perso-
nal y solidaria de otros contribuyentes, su admisión 
queda condicionada al cumplimiento de las siguientes 
condiciones:

a) El importe de la deuda suspendida no podrá exce-
der de 1.500 euros.

b) La condición de fiador deberá recaer en dos per-
sonas físicas o jurídicas que no tengan la condición de 
interesados en el procedimiento recaudatorio cuya sus-
pensión se solicita que, con arreglo a los datos de que 
disponga el órgano competente para suspender, estén al 
corriente de sus obligaciones tributarias y presenten una 
situación económica que les permita asumir el pago de la 
deuda suspendida.

c) El documento que se aporte indicará el carácter 
solidario de los fiadores con expresa renuncia a los bene-
ficios de división y excusión.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogados:
1. El apartado Primero de la Orden de 26 de junio de 

1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se 
desarrollan diversos aspectos organizativos de los Tribuna-
les Económico-Administrativos y de su procedimiento.

2. Cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en esta Orden.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 15 de diciembre de 2005.

SOLBES MIRA 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 20976 REAL DECRETO 1458/2005, de 2 de diciembre, 

sobre traspaso de profesores de Educación 
General Básica de Instituciones Penitenciarias 
a la Comunidad Autónoma de Aragón, en 
ampliación del traspaso efectuado por el Real 
Decreto 1982/1998, de 18 de septiembre, en 
materia de enseñanza no universitaria.

La Constitución, en el artículo 149.1.30.ª establece 
que corresponde al Estado la competencia exclusiva 
sobre regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos académicos y 
profesionales y normas básicas para el desarrollo del 
artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cum-
plimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia.

El Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por la 
Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto y reformado por las 
Leyes Orgánicas 6/1994, de 24 de marzo y 5/1996, de 30 de 
diciembre, establece en su artículo 36.1 que corresponde a 
la Comunidad Autónoma de Aragón la competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda 
su extensión, niveles y grados, modalidades y especialida-
des, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Constitución y leyes orgánicas que, conforme al apartado 
primero del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin 
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el artículo 
149.1.30.ª de la Constitución y de la alta inspección necesa-
ria para su cumplimiento y garantía.

Por el Real Decreto 1982/1998, de 18 de septiembre, 
fueron traspasados a la Comunidad Autónoma de Aragón 
funciones y servicios de la Administración del Estado en 
materia de enseñanza no universitaria.

La Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordena-
ción General del Sistema Educativo (LOGSE), establece 
en su disposición adicional décima.3 la integración de los 
funcionarios del Cuerpo de Profesores de Educación 
General Básica de Instituciones Penitenciarias en el 
Cuerpo de Maestros, en las condiciones que el Gobierno 
establezca reglamentariamente.

Mediante el Real Decreto 1203/1999, de 9 de julio, se 
hizo efectiva la mencionada integración, estableciéndose 
que, mediante acuerdos de las comisiones mixtas de tras-
paso de funciones y servicios, los funcionarios que se 
integran en el Cuerpo de Maestros pasarán a depender de 
la Administración educativa en cuyo ámbito territorial se 
halle situado el establecimiento penitenciario en el que 
presten servicio.

Finalmente el Real Decreto 3991/1982, de 29 de 
diciembre, determina las normas y el procedimiento al 
que han de ajustarse los traspasos de funciones y servi-
cios del Estado a la Comunidad Autónoma de Aragón.

A este respecto, en el pleno de la Comisión Mixta de 
Transferencias Administración del Estado-Comunidad 
Autónoma de Aragón celebrada el 29 de marzo de 1999, 
se acordó apoderar al Presidente y al Vicepresidente para 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 20975 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 
1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se 
modifica el Real Decreto 258/1991, de 15 de 
marzo, por el que se reordena la Organización 
Nacional de Ciegos Españoles.

Advertido error en el Real Decreto 1359/2005, de 18 de 
noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 258/1991, 
de 15 de marzo, por el que se reordena la Organización 
Nacional de Ciegos Españoles, publicado en el «Boletín 

Oficial del Estado» número 287, de 1 de diciembre de 2005, 
se procede a efectuar la oportuna rectificación:

En la página 39472, segunda columna, disposición 
adicional primera, sexta línea, donde dice: «... por la dis-
posición de la ley 22/2005, de, por la que...», debe decir: 
«... por la disposición final quinta de la Ley 22/2005, de 18 
de noviembre, por la que...». 
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que una vez que entrara en vigor la normativa antes refe-
rida, y sin necesidad de su aprobación por la Comisión 
Mixta de Transferencias, prestaran conformidad al corres-
pondiente acuerdo de ampliación una vez se identificaran 
los medios personales y económicos que se adscribirían 
a esta ampliación.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 
3991/1982, de 29 de diciembre ya citado, y habiéndose 
manifestado la conformidad por el Presidente y el Vice-
presidente de la Comisión Mixta de Transferencias al 
acuerdo de traspaso, es precisa su aprobación por el 
Gobierno mediante real decreto.

Este real decreto se dicta en cumplimiento de lo dis-
puesto en la disposición transitoria cuarta del Estatuto de 
Autonomía de Aragón.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Administra-
ciones Públicas y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 2 de diciembre de 2005,

D I S P O N G O :
Artículo 1.

Se aprueba el Acuerdo por el que se amplían los medios 
de la Administración del Estado traspasados a la Comuni-
dad Autónoma de Aragón por el Real Decreto 1982/1998, de 
18 de septiembre, en materia de enseñanza no universitaria, 
y que se transcribe como anexo de este real decreto.

Artículo 2.

 En consecuencia, quedan traspasados a la Comuni-
dad Autónoma de Aragón los medios personales y los 
créditos presupuestarios correspondientes, que figuran 
en las relaciones adjuntas al propio acuerdo y que se 
incluye como anexo de este real decreto, en los términos 
y condiciones que allí se especifican.

Artículo 3.

 La ampliación de medios a que se refiere este real decreto 
tendrá efectividad a partir de la fecha señalada en el acuerdo 
de la comisión mixta, sin perjuicio de que el Ministerio del 
Interior produzca los actos administrativos necesarios para el 
mantenimiento de los servicios en el mismo régimen y nivel 
de funcionamiento que tuvieran en el momento de la adop-
ción del acuerdo, hasta su fecha de entrada en vigor.

Artículo 4.

Los créditos presupuestarios que se determinen, de con-
formidad con la relación número 2 del anexo, serán dados de 
baja en los conceptos de origen y transferidos por el Ministe-
rio de Economía y Hacienda a los conceptos habilitados en la 
Sección 32 de los Presupuestos Generales del Estado destina-
dos a financiar el coste de los servicios asumidos por las 
comunidades autónomas, una vez que se remitan al departa-
mento citado, por parte de la Oficina Presupuestaria del 
Ministerio del Interior, los certificados de retención de crédito, 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en la normativa vigente 
sobre Presupuestos Generales del Estado.

Disposición final única.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 2 de diciembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,

JORDI SEVILLA SEGURA

ANEXO

Doña Elena Martín-Asín López y don Pablo Octavio Garfella 
Martínez, secretarios de la Comisión Mixta prevista en 
la disposición transitoria sexta del Estatuto de Autono-
mía de Aragón,

CERTIFICAN:

Que el Presidente y el Vicepresidente de la Comisión 
Mixta de Transferencias Administración del Estado-Comu-
nidad Autónoma de Aragón, en virtud del apoderamiento 
otorgado por dicha comisión en la sesión plenaria cele-
brada el día 29 de marzo de 1999, han prestado conformi-
dad al acuerdo sobre ampliación de medios adscritos a los 
servicios traspasados a la Comunidad Autónoma de 
Aragón por el Real Decreto 1982/1998, de 18 de septiembre, 
en materia de enseñanza no universitaria, en los términos 
que a continuación se expresan:

A) Referencia a normas constitucionales, estatutarias y 
legales en las que se ampara la ampliación de 
medios.

La Constitución española en su artículo 149.1.30.ª 
reserva al Estado la competencia exclusiva sobre regula-
ción de las condiciones de obtención, expedición y homo-
logación de títulos académicos y profesionales y normas 
básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitu-
ción, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligacio-
nes de los poderes públicos en esta materia.

El Estatuto de Autonomía de Aragón, aprobado por la 
Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto, y reformado por las 
Leyes Orgánicas 6/1994, de 24 de marzo y 5/1996, de 30 de 
diciembre, establece en su artículo 36.1 que corresponde a 
la Comunidad Autónoma de Aragón la competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda 
su extensión, niveles y grados, modalidades y especialida-
des, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Constitución y leyes orgánicas que, conforme al apartado 1 
del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin perjuicio 
de las facultades que atribuye al Estado el artículo 149.1.30.ª 
y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.

Asimismo, por el Real Decreto 1982/1998, de 18 de sep-
tiembre, fueron traspasados a la Comunidad Autónoma de 
Aragón funciones y servicios de la Administración del 
Estado en materia de enseñanza no universitaria.

Además, la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), 
establece en su disposición adicional décima.3 la integra-
ción de los funcionarios del Cuerpo de Profesores de Edu-
cación General Básica de Instituciones Penitenciarias en 
el Cuerpo de Maestros, en las condiciones que el Gobierno 
establezca reglamentariamente.

Finalmente, mediante el Real Decreto 1203/1999, de 9 
de julio, se ha hecho efectiva la mencionada integración, 
estableciéndose en el mismo que, mediante acuerdos de 
las comisiones mixtas de traspaso de funciones y servi-
cios, los funcionarios que se integran en el Cuerpo de 
Maestros pasarán a depender de la Administración edu-
cativa en cuyo ámbito territorial se halle situado el esta-
blecimiento penitenciario en el que presten servicio.

En consecuencia con lo expuesto, procede formalizar 
el acuerdo sobre ampliación del traspaso a la Comunidad 
Autónoma de Aragón referido a los medios que a conti-
nuación se determinan.

B) Funciones que asume la Comunidad Autónoma de 
Aragón.

La comunidad autónoma pasa a ejercer, en los térmi-
nos establecidos en el Real Decreto 1203/1999, de 9 de 
julio, las funciones correspondientes al personal que 
figura en la relación adjunta número 1.
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C) Medios personales que se traspasan.

El personal que se traspasa es el que se detalla en la 
relación adjunta número 1, con indicación del cuerpo o 
escala al que están adscritos o asimilados, número de regis-
tro, y retribuciones básicas y complementarias, de acuerdo 
todo ello con lo que consta en sus expedientes personales.

Por el Organismo autónomo de Trabajo Penitenciario y 
Formación para el Empleo se notificará al interesado el 
traspaso y su nueva situación administrativa tan pronto el 
Gobierno apruebe el presente acuerdo por real decreto.

Será remitido a los correspondientes órganos de la 
comunidad autónoma una copia certificada de los expe-
dientes del personal traspasado, así como las certificacio-
nes de haberes correspondientes al ejercicio de 2005.

D) Valoración de las cargas financieras correspondientes 
a la ampliación.
1. La valoración provisional en el año base 1999 que 

corresponde al coste efectivo anual de los medios que se 
traspasan a la Comunidad Autónoma de Aragón se eleva 
a 249.281,13 euros. Dicha valoración será objeto de revi-
sión en los términos establecidos en el artículo 16.1 de la 
Ley 21/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades 
con Estatuto de Autonomía.

2. La financiación, en euros de 2005, que corres-
ponde al coste efectivo anual es la que se recoge en la 
relación número 2.

3. Transitoriamente, hasta tanto se produzca la revi-
sión del Fondo de Suficiencia como consecuencia de la 
incorporación al mismo del coste efectivo de este tras-
paso, este coste se financiará mediante la consolidación 
en la Sección 32 de los Presupuestos Generales del 
Estado, de los créditos relativos a los distintos componen-
tes de dicho coste, por los importes que se determinen, 
susceptibles de actualización por los mecanismos genera-
les previstos en cada Ley de Presupuestos.

E) Documentación y expedientes de los servicios que se 
traspasan.

La entrega de la documentación y expedientes de los ser-
vicios traspasados se realizarán en el plazo de un mes de la 
publicación del real decreto por el que se apruebe este 
acuerdo, suscribiéndose a tal efecto la correspondiente acta 
de entrega y recepción de conformidad con lo establecido en 
el artículo 8 del Real Decreto 3991/1982, de 29 de diciembre.

F) Fecha de efectividad del traspaso.

La ampliación de medios, objeto de este acuerdo, ten-
drá efectividad a partir del día 1 de enero de 2006.

Y para que conste, expedimos la presente certifica-
ción en Madrid, a 25 de octubre de 2005.–Los Secretarios 
de la Comisión Mixta, Elena Martín-Asín López y Pablo 
Octavio Garfella Martínez. 

COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA
 20977 LEY FORAL 10/2005, de 9 de noviembre, de 

ordenación del alumbrado para la protección 
del medio nocturno.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA

Hago saber que el Parlamento de Navarra ha apro-
bado la siguiente Ley Foral de ordenación del alumbrado 
para la protección del medio nocturno

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La iluminación nocturna, a través de su evolución y desa-
rrollo, ha contribuido a mejorar notablemente tanto la seguri-
dad ciudadana como la seguridad viaria y, asimismo, ha per-
mitido el desarrollo de actividades comerciales, productivas, 
deportivas y lúdicas que hace unos años era impensable su 
realización a determinadas horas de la noche.

No obstante, los seres vivos, desde su aparición sobre 
la tierra, han ido adaptando sus procesos biológicos de 
acuerdo con la alternancia día-noche. Dado que la percep-
ción de este fenómeno es desigual según la latitud, las 
distintas especies se han acomodado a la singularidad de 
su hábitat. Cualquier perturbación en esta alternancia 
puede originar distorsiones cuyo alcance desconocemos, 
pero que, posiblemente, ocasionará la extinción de algu-
nas especies y la aparición de nuevas exigencias adapta-
tivas para las demás.

Una implantación abusiva, un proyecto fotométrico 
defectuoso o una explotación inadecuada de las instala-
ciones de alumbrado puede alterar, de forma sustancial, 
las condiciones de observación del cielo, paisaje natural 
que debe ser protegido por tratarse de un patrimonio que 
la ciudadanía no debe perder y por la necesidad de posi-
bilitar su estudio científico.

Las emisiones directas hacia el cielo, así como la radia-
ción reflejada en las superficies iluminadas, al difundirse y 
reflejarse en los gases y partículas en suspensión de la 
atmósfera, dan origen a un resplandor luminoso nocturno, 
dando lugar a que se incremente el brillo del fondo natural 
del cielo, dificultando las observaciones astronómicas de 
los objetos celestes y constituyendo un tipo de contamina-
ción denominada «contaminación lumínica».

Asimismo, la energía es un factor determinante para 
la consecución de un desarrollo sostenible. Una parte fun-
damental de la demanda de energía es debida a la cre-
ciente necesidad de producción de energía eléctrica. El 
alumbrado público constituye una parte importante de 
esta demanda, cuyas instalaciones deben dimensionarse 
adecuadamente, fomentando la eficiencia energética y el 
ahorro en el consumo.

El consumo responsable de energía debería ser algo 
consustancial a la educación cívica de la población. En 
primer lugar porque el actual modelo de consumo ener-
gético se basa fundamentalmente en la conversión de 
recursos naturales no renovables (carbón, petróleo o ura-
nio) en energía, con lo cual, su despilfarro acelerará su 
agotamiento y privará de su disfrute a las generaciones 
futuras. Asimismo, porque en los procesos de conversión 
en energía, transporte y su posterior consumo, se gene-
ran residuos que contaminan gravemente el medio 
ambiente (radioactividad, lluvia ácida, contaminación de 
los mares, contaminación atmosférica por humos tóxi-
cos) y amenazan con alterar el equilibrio climático (efecto 
invernadero por emisión de CO2).

El Plan de Ahorro Energético de Navarra considera, 
como uno de los principios básicos para el desarrollo sos-
tenible, el uso eficiente de los recursos y, en consecuen-
cia, la optimización de la eficiencia energética.

Con el fin de minimizar la alteración de los ciclos bio-
lógicos de los seres vivos, de minimizar igualmente el 
resplandor luminoso nocturno y conseguir la máxima 
eficiencia energética, es necesario conseguir que las ins-
talaciones de alumbrado respondan a criterios coheren-
tes y racionales.

Se deberá actuar sobre las fuentes de luz, que son las 
que emiten la luz, limitando la luminaria su emisión hacia 
el hemisferio superior, eligiendo las de mayor rendimiento; 
sobre la instalación, implantando el menor número de 
puntos de luz que permita alcanzar los niveles requeridos, 
sin sobrepasarlos a causa de las variaciones de los pará-
metros eléctricos en el suministro de la energía; sobre los 
tipos de pavimentos de las calzadas, limitando la reflexión 


